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Resumen 

Objetivo: Este trabajo aborda la Reforma Agraria, resaltando aspectos sobresalientes de 
las reformas agrarias en Colombia, como punto de partida el escenario reformativo de los 
años 1960 a 1970, y los esfuerzos realizados para la consolidación de una jurisdicción agraria, 
reflexionando algunos postulados ius teóricos dúctiles con el Acto Legislativo 03 de 2023, 
por el cual se crea la Jurisdicción Agraria. Metodología: Se realiza un estudio basado en la 
metodología cualitativa, orientado por el método lógico racional analítico, que cimienta las 
principales posturas teóricas del Primer punto del Acuerdo de Paz de la Habana. Resultados: 
determinando las principales fuentes legislativas que comprenden las reformas agrarias y se 
analiza los desafíos de la jurisdicción agraria, para abordar la resolución de conflictos con un 
derecho agrario colombiano.

Palabras clave: Estructura agraria; Instituciones rurales; Jurisdicción agraria; Reforma de 
la tierra1 

Abstract

Objective: This work addresses the Agrarian Reform, highlighting outstanding aspects of 
the agrarian reforms in Colombia, as a starting point the reform scenario of the years 1960 
to 1970, and the efforts made for the consolidation of an agrarian jurisdiction, reflecting 
some ductile legal theoretical postulates with Legislative Act 03 of 2023, which creates the 
Agrarian Jurisdiction. Methodology: A study based on qualitative methodology is carried 
out, oriented by the analytical rational logical method, which cements the main theoretical 
postulates of the First Point of the Havana Peace Agreement. Results: determining the main 
legislative sources that comprise the agrarian reforms and analyzes the challenges of the 
agrarian jurisdiction, to address the resolution of conflicts with a Colombian agrarian law.

Keywords: Agrarian structure; Rural institutions; Agrarian jurisdiction; Land reform.

Resumo

Objetivo: Este trabalho aborda a Reforma Agrária, destacando aspectos marcantes das 
reformas agrárias na Colômbia, como ponto de partida o cenário da reforma de 1960 a 1970, e 
os esforços realizados para a consolidação de uma jurisdição agrária, refletindo sobre alguns 
postulados jurídico-teóricos dúcteis com o Ato Legislativo 03 de 2023, que cria a Jurisdição 
Agrária. Metodologia: Realiza-se um estudo com base em metodologia qualitativa, 
orientada pelo método lógico racional analítico, que cimenta os principais postulados 
teóricos do Primeiro Ponto do Acordo de Paz de Havana. Resultados: Determinam-se as 
principais fontes legislativas que compõem as reformas agrárias e analisam-se os desafios 
da jurisdição agrária para abordar a resolução de conflitos com uma lei agrária colombiana. 

Palavras-chave: Estrutura agrária; Instituições rurais; Jurisdição agrária; Reforma agrária.

1  http://vocabularies.unesco.org/thesaurus/concept1699

An epistemic delineation of the integral rural reform and the colombian agrarian jurisdiction
Uma delimitação epistémica da reforma rural integral e da jurisdição agrária colombiana

Pensamiento Americano Vol. 17 - No. 35  e#:751 • 2024 • Septiembre - Diciembre • Corporación Universitaria Americana
Barranquilla, Colombia ISSN-e: 2745-1402  • http://publicaciones.americana.edu.co/index.php/pensamientoamericano/index

A
R

T
ÍC

U
LO

 D
E

 R
E

FL
E

X
IÓ

N

DOI:  https://doi.org/10.21803/penamer.17.35.751

https://orcid.org/0000-0001-6429-8019 


2

Una delineación epistémica a la reforma rural integral y la jurisdicción agraria colombiana

A
R

T
ÍC

U
LO

 D
E

 R
E

FLE
X

IÓ
N

Es
ta

 o
br

a 
es

tá
 b

aj
o 

un
a 

Li
ce

nc
ia

 C
re

at
iv

e 
C

om
m

on
s 

 "R
ec

on
oc

im
ie

nt
o 

N
o 

C
om

er
ci

al
 S

in
 O

br
a 

D
er

iv
ad

a"
.

Pensamiento Americano Vol. 17 - No. 35  e#:751 • 2024 • Septiembre - Diciembre • Corporación Universitaria Americana
Barranquilla, Colombia ISSN-e: 2745-1402  • http://publicaciones.americana.edu.co/index.php/pensamientoamericano/index

Introducción

El resultado de la negociación para la paz estable y duradera, plasmó en el punto primero, la deseosa ne-
cesidad de la reforma integral,  en la cual, la idea individualista de la propiedad privada continúa siendo 
protegida por la ley, garantizando la titulación de la propiedad privada en pequeñas extensiones, dejando 
lagunas inexploradas para el reconocimiento de la población vulnerable del campesinado, el acceso pro-
gresivo a la tierra, y la tendencia económica de mercado para la agroindustria.  Actualmente en el escenario 
político, jurídico y económico nacional pervive el acuerdo de negociación para la paz estable y duradera, 
simpatizando por superar las brechas históricas generadoras de desigualdad, y desarrollar apropiadamen-
te el campo, como escenario de riqueza para la población campesina.

El campo colombiano comprendido en las dimensiones económicas, jurídicas y políticas ha sido por 
mucho tiempo el objeto de múltiples experimentos para lograr una adecuada distribución de la riqueza, 
mitigación de las desigualdades en la población campesina, y lograr un desarrollo aceptable para toda la 
población en el territorio colombiano. Es el escenario por excelencia sobre el que se ha volcado la actividad 
gubernamental tendiente a reparar las desigualdades, impulsar la producción agrícola, así como regular la 
extracción de recursos naturales, y la explotación agroindustrial, con altos grados de desigualdad, ilicitud y 
en su medida la complicidad de las instituciones. 

Inicialmente el marco referencial o teórico expondrá las principales bases epistémicas de la reforma 
rural integral, y el escenario actual que se plantea a partir de los Acuerdos de paz. En seguida, se sostendrá 
la ruta metodológica seleccionada, para en el acápite a continuación se expondrá el sustento epistémico 
que gira alrededor de la iniciativa de la jurisdicción agraria, y junto con el  pluralismo jurídico dan  sus 
aportes para el entendimiento de la reforma agraria, para finalmente presentar la  discusión que delinea 
los aspectos problémicos que la jurisdicción agraria en Colombia y  su desarrollo estructural, y algunas 
conclusiones que permitirán orientaciones de la jurisdicción agraria en los pilotos que arrancaran a partir 
de Mayo de 2024 a partir del Acto Legislativo 03 de 2023. 

Esta investigación teórica, se orienta por un enfoque cualitativo, cuyo alcance lógico racional, y a elec-
ción de la praxis del autor, el método analítico sintético, en su función como pares contrarios se comple-
mentan en el alcance del conocimiento, no solo es posible cuando se emplean de manera conexa, también 
implica sistematizar y establecer inferencias que se aplican a categorías de análisis pertenecientes conjun-
tamente (Villabella Armengol, 2015) permite dar respuesta analítica a la pregunta que en las circunstan-
cias planteadas formulan ¿que originan en el contexto latinoamericano las tendencias a la creación de la ju-
risdicción agraria junto con su conjunto doctrinal y legal, y en particular, en la reciente creada jurisdicción 
agraria en Colombia?. Así, en análisis sistemático de las principales fuentes bibliográficas que estructuran 
la jurisdicción agraria, se sintetiza los autores relevantes para reconstruir la ius teoría agraria, y las impli-
caciones en el escenario nacional. 

2.	 MARCO TEÓRICO

Si bien, las políticas agrarias colombianas han sido construidas desde el inicio de la vida republicana, 
se pueden destacar como hitos de la reforma agraria, el impulso dado desde 1936, con la adopción de la 
cláusula de la función social en el derecho real de dominio de propiedad en el ordenamiento colombiano, 
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reforma que padeció varias arremetidas legales, todas con diferentes tendencias, pasando por una reforma 
rural en los año 1970 con claros tintes económicos y globalizadores, seguido de otro hito en 1994, caracte-
rizado por la creación de un sistema nacional de reforma agraria, cuyo componente de acceso a la tierra es 
el desarrollo constitucional del artículo 64 de la Constitución Política Nacional, hasta la Ley 1448 de 2011,  
que no tiene la propia denominación de reforma agraria, que sin embargo, contiene por objeto y ámbito, 
establecer un conjunto de medidas de orden  judicial, administrativa, social y económica, con rasgos indivi-
duales y colectivos, prevalecer los derechos de las víctimas de las violaciones por hechos ocurridos a partir 
del 1o de enero de 1985 (Unidad para las Victimas, 2015) como consecuencia de violaciones graves al Dere-
cho Internacional Humanitario y los  Derechos Humanos,  con ocasión del problema armado nacional, en 
el marco de justicia transicional.

En este brevísimo esbozo tempo-legal de los principales hitos que contienen en su objetivo o contenido 
normativo la reforma agraria  y rural, el reconocimiento de la  condición de víctimas y su dignificación se 
materializan a partir del Título IV, desde el artículo 69 (Ley 1448, 2011), principalmente la restitución de 
tierras, cuya principal característica es la devolución de la tierra despojada al campesino involucrando no 
solamente el inmueble despojado, sino también los baldíos que se adjudiquen en función del derecho de 
propiedad.

El primer punto de los Acuerdos de la Habana recoge la problemática y el reconocimiento de la ru-
ralidad, el campesino y las vías de aprovechamiento de los recursos naturales para la subsistencia, y cuyo  
propósito es superación de la desigualdad, y mejoramiento de las condiciones en el campo, implica la re-
forma rural integral, componentes de la titulación privada de la propiedad de la tierra, la distribución de los 
medios de producción entre las personas vulnerables, y el desarrollo económico de la Nación, sin perder de 
vista la finalidad del Estado de garantizar la finalidad prístina en el desarrollo digno de la vida humana, con 
la formulación de una reforma agraria integral, con la confluencia de los actores, las víctimas, y las preten-
siones de distribución y justicia. 

Las reformas rurales en Colombia se han construido basándose en estrategias políticas para mitigar 
los alzamientos violentos en las zonas más alejadas de las zonas céntricas del país, basadas en la participa-
ción social de los colonos, arrendatarios y trabajadores agrarios. Las recientes etapas en que se pueden en-
contrar las reformas agrarias están alumbradas por la Constitución de 1991, y una marcada orientación de 
mercado, con al cual se propone la adquisición de extensiones de tierras con una propuesta agroindustrial. 
Sin embargo, trajo consigo una profunda situación de despojo de tierras. Una tercera fase de la reforma 
rural está construida en la reparación para las víctimas de la violencia, con una base restaurativa, y medidas 
legales para conservar la propiedad en cabeza de las víctimas.

Dichas tendencias reformativas tienen aspectos relevantes de carácter político, no solo por las circuns-
tancias que las impulsan, siendo las más relevantes los movimientos sociales campesinos, y las situaciones 
de vulnerabilidad a la que están sometidas el sector rural, como a los espirales de violencia suscitados en el 
campo y con ello, el despojo y concentración excesiva de la tierra. También de índole económico como los 
modelos de producción y economía adoptados en Colombia a partir del año 1990 con la apertura económi-
ca y libre comercio, y finalmente, aspectos jurídicos, en los cuales se encuentra una producción normativa 
abundante. 

a.	  Análisis de las reformas agrarias en Colombia a partir de 1970 
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La construcción de una reforma rural no puede dejar de lado el legado histórico que sustenta la realidad 
culturar y social en el campo. Tampoco puede dejar de lado el impacto económico que tienen la propiedad 
y la producción de la propiedad rural para la económica regional, local y nacional. No menos importante 
es soslayar el devenir político que determina el rumbo con el que se dirigen las propuestas reformatorias.

Un primer paradigma que se puede reconocer en los procesos reformistas colombianos, con una inci-
dencia especial en la construcción legal de las reformas, es la cuestión agraria, cuyo punto de partida son las 
disputas de clases para explicar las reyertas territoriales y sus conflictualidades en la defensa de modelos 
de desarrollo que viabilicen la autonomía de los campesinos. Entiende que los problemas agrarios hacen 
parte de la estructura del capitalismo, de modo que la lucha contra el capitalismo es la perspectiva de cons-
trucción de otra sociedad (Mançano Fernandez, 2008). 

En la década de 1960 y 1970, con miras a superar los escenarios de la violencia en el campo, se im-
pulsaron leyes tendientes a crear entidades administrativas que regularan las actividades en el campo, la 
distribución de la tierra, y la configuración de las unidades agrícolas familiares. En la década de 1980 de 
promueve la creación de la jurisdicción agraria, y con a la vigencia de la Constitución de 1991, en la ley 160 
de 1994, se busca regular el acceso a la tierra y se libera comercialmente el acceso a la tierra tanto para los 
empresarios como para los pequeños campesinos, con lo cual se profundiza las desigualdades socioeco-
nómicas. Recientemente en el siglo XXI, la ley 1448 de 2011 y la búsqueda de la reparación a las víctimas, 
estableció importantes regulaciones respecto de la restitución de la propiedad rural con la finalidad de in-
demnizar a los campesinos, víctimas de la violencia.

Conocida como paradigma proletarista, tiene como énfasis las relaciones capital-trabajo, lo que com-
prende teleológicamente el campesinado como resultado de la territorialización del capital en el campo. 
Esta noción campesinista, enfatiza las relaciones sociales campesinas y su enfrentamiento con el capital. 
Así, el capitalismo agrario, se fundamenta en las divergencias generadas por las relaciones capitalistas 
como problema coyuntural que alcanza a superarse a través de políticas que viabilicen la integración del 
campesinado como agricultor de base familiar al mercado capitalista. Con esta lógica, el campesinado y 
capital componen un mismo espacio político sin generar distinciones ideológicas, porque la lucha de clases 
no es elemento de este paradigma (Abramovay, 2007). Por lo menos se reconocen dos vertientes, la predis-
posición de la agricultura familiar integrada al capital y la inclinación del agronegocio cuya breña reside en 
la residualidad de la agricultura familiar con el mercado. 

Téngase en cuenta que la reforma agraria, es parte de proyectos políticos cuyo objetivo en un escenario 
tradicional, se mantiene en un cambio radical del régimen de propiedad y explotación de la tierra. Así, en 
América Latina, los procesos de reforma agraria son variados, han acompañado a revoluciones, y también 
se han producido inmersas en cambios políticos en el marco del desarrollo capitalista. En una mirada tradi-
cional de la reforma agraria, la formalización de la propiedad de la tierra es el punto de partida, y se recoge 
en esencia en los acuerdos de La Habana, y fue la primera fase de impulso de la Reforma Rural Integral con 
la expedición del Decreto Ley 902 de 2017.

3.	 REFLEXIÓN

El acuerdo entre el Gobierno colombiano y la guerrilla de las FARC es el sumario de varias décadas de 
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violencia, enfrentamientos armados, reformas legales sobre el campo y la propiedad, y el paulatino recono-
cimiento de las personas involucrada en el conflicto, a fin de dar una solución pacífica a los enfrentamien-
tos violentos, que han marcado la tendencia legislativa y económica nacional. 

Pueden clasificarse las reformas agrarias (Rincón y Cristancho, 2018), siguiendo lo propuesto por 
Arruda Sampaio (2005) durante el siglo XX, en los métodos labrados por movimientos revolucionarios, 
liderados por campesinos, y por otro lado, procesos  de carácter institucionales, basados en derechos de 
propiedad inmueble tendientes a  distribuir porcentajes de terrenos los campesinos carentes de propie-
dad sobre tierra; y, como un tercer momento, los eventos de intervenciones puntuales en la estructura de 
distribución de la propiedad de la tierra. Trasladándolo al ámbito nacional, la intervención del Estado para 
la resolución de conflictos sociales, el campesino y de seguridad, con un mínimo alcance estructural, son 
elementos estructurales, que conducen a la pervivencia de la conflictividad social sustentado el inconcluso 
problema agrario. 

El modelo económico que prevalece y es adoptado en el ordenamiento jurídico colombiano, la aper-
tura económica, apropiado a mediado de los años 90 en Colombia, o economía de mercado, ha ligado un 
proceso extendido de cambios en la estructura económica, social y política del país. Así, las reformas en 
el sector rural han ensayado la distribución de los derechos de propiedad sobre la tierra, sin contar con 
los mecanismos idóneos para ejecutar dichos objetivos y paralelos a los distintos modelos de crecimiento 
adoptados. Las reformas no han correspondido a la necesidad de una política de desarrollo integral hacia el 
sector agrario, sino a una política congruente al modelo económico y obedeciendo a intereses políticos, con 
grandes repercusiones socioeconómicas (Trujillo Cueto, 2014).

Hay por lo menos dos posiciones entorno a la cuestión agraria, especialmente en Colombia por un lado, 
se ha considerado que la tierra ha perdido importancia como factor productivo, el acceso a la tierra no ge-
nera poder económico ni político, por lo tanto, los esfuerzos a la redistribución son inútil. Por otra parte, se 
puede encontrar tendencia imparable a la concentración de la propiedad, aumento de las tierras dedicadas 
a la ganadería extensiva con la disminución de la producción de alimentos, sumando el desplazamiento 
forzado de las comunidades campesinas asentadas en los departamentos con mayor concentración de la 
propiedad rural (Fajardo Montaña, 2002). 

Señalaba la carta de Punta del Este, como hito para las reformas agrarias integrales en Iberoamérica, 
respecto de la jurisdiccionalidad de las relaciones agrarias, los problemas de índole político y social, y  en 
cuanto a la redistribución de la tierra, una vez consolidada la reforma, puede ser regulada por tribunales y 
procesos agrarios, como órganos públicos independientes, que definan el derecho para cada sujeto, cons-
tituyéndose tres rasgos, plenitud, en cuanto considerar en la resolución de los problemas agrarias los fac-
tores sociales, políticos, económicos, técnicos y jurídicos. La eficacia, en cuanto se resuelvan los problemas 
existentes sin fisuras, ni retroceso y permanencia, antes las nuevas situaciones creadas, incorporándose 
a la vida de la nación. Por lo tanto, en cualquier sistema utilizado, se verificarán las actuaciones de órga-
nos públicos y de particulares respectos de bienes de naturaleza rustica y la empresa agraria. Entonces, es 
estéril considerar una jurisdicción impulsada en las reformas agrarias, que pretenda redistribuir la tierra 
en función de la productividad, sin tener en cuenta principios de Derecho que garanticen equidad en las 
consecuencias de las expropiaciones y adjudicaciones, como en el mantenimiento de la titularidad de la 
propiedad, considerando en todo momento el respeto a la Ley, y contar con los medios apropiados para 
mantener el equilibrio y la paz (Agúndez Fernández, 1972). 
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3.1. Algunos delineamientos orientadores para la jurisdicción agraria 

Una primera mirada que se puede hacer desde el prisma holístico comprende la declaración de princi-
pios que orientan la implementación de la reforma rural integral, que pueden caer en un llamado a la ban-
dera. Al mirar dicha declaración de cara a los acuerdos de la Habana, se pueden entender como un instru-
mento para la interpretación, como pautas interpretativas para penetrar en el contenido normativo de las 
reglas jurídicas que en su aplicación resulten dudosas, imprecisas, indeterminadas o aun contradictorias 
con otras normas de rango superior, alcanzando a los principios de naturaleza constitucional. Por lo tanto, 
en el ordenamiento jurídico determina así un conjunto de herramientas, para que, por ejemplo, los jueces, 
puedan resolver los problemas que escapan a la previsión humana del legislador al construir los conjuntos 
normativos dirigidos a reglar su comportamiento. Para dar respuesta jurídica a las múltiples necesidades, 
la hermenéutica del desarrollo progresivo en la sociedad debe contemplar dimensiones extrajurídicas 
(Sentencia C 818/ 2005).

El principio de distribución equitativa, debe ser el derrotero que logre armonizar la seguridad jurídica 
de la propiedad titulada previa al acto legislativo del 2016, y que garantice el acceso a la tierra a los campe-
sinos, en condiciones competitivas aceptables en el entorno económico nacional. Con ello, se debe tener en 
cuenta la carencia de una titulación adecuada, la falta de integración entre la producción y el mercado, y las 
carencias sociales en los sectores rurales del departamento boyacense.

Otras fuentes para el estudio de la justicia agraria, es la Corte Suprema de Justicia, o las acciones de 
revisión ante el Consejo de Estado, mecanismo de control de legalidad de las decisiones tomadas por la 
autoridad agraria, de competencia exclusiva de la sala civil y agraria del Consejo de Estado, en donde la 
hermética de los procesos agrarios originados partir de la Ley 200 de 1936, ha sido de enorme relevancia y 
repercusión para la protección de los derechos del sujeto campesino, especialmente en relación con la ma-
terialización de su derecho de acceso a la tierra, por su relación con la protección de los baldíos de la nación 
y la verificación del cumplimiento de la función social que debe cumplir la propiedad privada (Bautista y 
Rodríguez, 2020)

Por ejemplo, en el asunto de la propiedad de la tierra en Colombia, el acceso y la formalización  de la 
propiedad rural es un componente fundamental de la problemática agraria, examinado en el primer punto 
de los acuerdos de paz, denominado “Reforma Rural integral” enmarca  las propuestas para atender la dis-
tribución de la propiedad, con lo cual se estructura un plexo normativo amplio, cuyo centro en cuanto a la 
propiedad gira entorno a la formalización de la propiedad rural y la titulación de bienes baldíos (Cabrera 
Suárez, 2019).

Entre las acciones que se configuran en la entendida justicia agraria, se encuentra la revisión agraria, 
caracterizada por el tecnicismo y ritualidad de las formas jurídicas, condiciones difíciles de cumplir para los 
sujetos campesinos. Ahora bien, la vigencia del Decreto-Ley 902 del 2017, la revisión agraria se desvanece 
para los procesos agrarios, siendo tramitados a través del procedimiento único. Sin embargo, la Agencia 
Nacional de Tierras tiene incompleta la tarea de formalizar 2.559 procesos agrarios a través de la Ley 160 
de 1994, asuntos en los que es procedente acción de revisión es procedente (Bautista y Rodríguez, 2020), 
lo que hace imperante la atención a estas desavenencias creadas por la expedición de esta normatividad. 

Entonces, considerar que los fenómenos que se relacionan con la cuestión agraria, y los diferentes 
sujetos que influyen tanto en la determinación de acciones, corrientes ideológicas, y formas legales para 
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abordar las reformas agrarias, conlleva a plantear el desafío de cuestionar la exclusividad de la teoría del 
monismo jurídico para lograr explicar fenómenos jurídicos contemporáneos, especialmente la asimetría 
del sujeto campesino y la estructura legal estatal, frente a la violencia, considerando que la realidad rebasa 
los marcos explicativos que la ciencia jurídica tradicional maneja (Garzón López, 2014). 

La coexistencia de una carta política afincada en lograr los fines supremos para la ciudadanía funda-
mentados en la dignidad humana, y la consecución de los Acuerdos de Paz que proponen medios y canales 
para lograr la paz, no pueden suponer la imposición de un sobre el otro, o por lo menos, de reducir uno a 
otro, y, por el contrario, deben encontrar puntos concordantes. En términos de ductilidad constitucional, 
se puede hablar de coexistencia y compromiso, una visión de política implícita no en la exclusión o impo-
sición de la fuerza, sino en la inclusiva integración a través de valores y procedimientos comunicativos, y 
así, no mantener una actitud resignada sino una plenitud colectiva que exige actitudes moderadas pero 
positivas y constructivas (Zagrebelsky, 2007). 

El acuerdo de paz, se estructura en ejes que para el sector  agrario que consigna el punto 1 del Acuerdo 
Final cuyas  finalidades, son: (i) lograr la transformación estructural del campo bajo una visión de integra-
lidad y universalidad que tienda a solucionar las causas históricas del conflicto y la violencia en el territorio, 
para lo cual resulta indispensable la democratización de la propiedad y la redistribución equitativa de la 
tierra; (ii) garantizar las condiciones de bienestar y buen vivir en la población rural mediante el desarrollo 
agrario integral que priorice a las comunidades más vulnerables, de tal forma que se erradique la pobreza 
y se satisfagan plenamente las necesidades de la población rural; y, (iii) propender por el desarrollo so-
cio-ambiental sostenible de las comunidades campesinas (Sentencia C-073/2018). 

3.2. Ruralidad y jurisdicción agraria. Categorías necesarias para la configuración estructural 
procesal

Ahora bien, la nueva ruralidad comprende las relaciones que se predican del campo y la ciudad, con 
las transformaciones y complejidades en las interconexiones que surgen de la dinámica social, superando 
las dicotomías que se asocian al campo con el solo elemento agrario, y por otro lado la ciudad con la con-
cepción industrial y de servicios, con lo cual la transformación no se limita a la agrariedad, y trasciende a la 
multifuncionalidad (Machado, 2009). 

Si bien la ley 1448 de 2011 no es una reforma rural en su contenido teórico y técnico, es el referente más 
próximo desde la perspectiva restaurativa, para que la población afectada en sus derechos humanos por el 
conflicto armado sea reparada en sus derechos, recurriendo a la restitución de tierras, procesos adminis-
trativos y judiciales de reconocimiento, y disposiciones contractuales respecto de la propiedad. 

La bibliografía más sobresaliente en este asunto concluye que los textos del acuerdo de paz del siglo 
XXI se centraron en una reforma rural que sirviera de escalón para sobrepasar las profundas distancias 
que han generado el conflicto en Colombia. Sánchez (2018) propone un giro epistemológico para abordar 
las investigaciones que conllevan los temas de paz, territorio y comunidades, denominado escuela socio-
cultural de la paz pedagógica, la cual propone una manera de estudiar la problemática que ha surgido para 
llegar  a los acuerdos, indicando el riegos de continuar focalizando el análisis del conflicto en la perspectiva 
de los actores violentos, desviando la atención de aquellas otras causas que han impedido el desarrollo de 
las políticas necesarias.
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Sin embargo, también aparecen críticos a las posturas que se han desarrollado alrededor de la implemen-
tación del primer punto de los Acuerdos de Paz, haciendo énfasis en las tensiones que aún persisten entre los 
destinatarios de la ley, y la promoción de una verdadera reforma que permita satisfacer todas las expectativas 
de los involucrados. 

Villamizar (2020) sostiene un interesante punto de vista sobre las carencias que la pretendida reforma 
agraria adolece en los textos de la Habana. En la perspectiva económica, la ruralidad emprende el cambio de 
la estructura productiva de la Nación, ante la baja productividad, globalización de los mercados, incapacidad 
para asumir transformación técnica, desigualdad en la distribución de la tierra y la competencia, sea legal o 
ilegal de los capitales por el uso y usufructo de los recursos del suelo y el subsuelo rural.  También en los so-
cial, las figuras del campesino no han tenido un adecuado reconocimiento a su existencia y es perseguido por 
la pobreza, acentuada por las condiciones desiguales impuestas por las multinacionales, los hacendados y las 
bandas criminales.

Por ello, no se puede pasar por alto que el sistema jurídico colombiano, mantiene un profundo vínculo en-
tre la economía y derecho, en relación con la propiedad como fenómeno jurídico y económico, constituyendo 
punto de partida del sistema, con una mezcla de fuerza y justicia, estableciendo límites para el acceso a los dife-
rentes recursos, configurando de esta manera el derecho de propiedad. Por ello, en una perspectiva tradicional 
y formal, los ordenamientos jurídicos deben garantizar el acceso a la propiedad y el derecho de propiedad de 
los individuos, con lo que se puede llegar a concluir, que, en Colombia, la ineficiente calidad normativa para la 
resolución del conflicto evidenciado en la concentración excesiva de la tierra, fiel reflejo generalizado en Amé-
rica Latina (Torres y Comellas, 2020). 

En las reformas agrarias, tradicionalmente se parte del supuesto que la superación de la pobreza rural y la 
falta de dinamismo del sector agropecuario, y en general en América Latina, se explicaban por los regímenes 
de tenencia de la tierra y las reformas era el medio para superar esta situación. Adicionando los postulados de 
la justicia en función de la agrariedad, el siglo XXI la reforma agraria debe emplazarse entre los más significa-
tivos procesos políticos en los países latinoamericanos, junto con métodos de urbanización, industrialización 
y modernización, de tal manera, que la inestabilidad política y los arreglos estructurales generen una señal ex-
pansiva del reformismo agrario en todo el continente (Gómez, 2018). 

Ahora, el sujeto del campesinado, afronta dificultades que  en perspectiva económica se resumen en que 
generalmente el dueño de grandes extensiones de tierra, vigila sus bienes desde la ciudad y se sitúa en posi-
ciones lejanas de ser un  innovador empresario, solo  preocupado por obtener tasas redituables a expensas del 
tradicionalismo (Villamizar, 2020), con lo cual, las iniciativas por  lograr mejor eficiencia en la producción 
agrícola, son desdeñadas exclusivamente en esperar la renta fija que le produce la producción pecuaria, o de la 
producción de otros sustitutos agropecuarios.

Precisamente los acuerdos de paz tenían una declaración implícita en no alterar o modificar el modelo 
económico y político de Colombia, llevando a la finalización del conflicto armado, y con ello, dejar las armas y 
la incorporación de los actores armados a la vida ciudadana. Se mantenía la institucionalidad respecto del de-
recho de propiedad de la tierra, las leyes referentes a la adjudicación de la tierra, los tratados de libre comercio 
y las inversiones extranjeras, es decir, una clásica y tradicional visión de una pretendida reforma agraria. Sin 
embargo, una reforma estructural, debe plantear y ejecutar una redistribución de la propiedad y para ello, la 
interacción entre las leyes y reglamentos que rigen la propiedad, así como la estructura y fortaleza de los arre-
glos institucionales encargados de poner en marcha la política pública para el campo (García y Sierra, 2016). 
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La problemática alrededor de la tierra y su tenencia, los recursos naturales, y consecuencialmente la 
producción, puede llegar a entrar en conflicto con las tendencias de justicia. Sin embargo, las directrices de 
la gobernanza de la tenencia de la tierra (Martins Torsiano y Hackbart, 2019) tienen un importante valor 
para la interpretación y ejecución de las reformas agrarias, especialmente en Colombia. 

Una definición que puede traerse en relación con la gobernanza de la tierra es la propuesta en los Docu-
mentos de Trabajo elaborados por Palmer et al. (2009) quienes elaboran el concepto de gobernanza la cual 
se integra por instituciones estatutarias, consuetudinarias y religiosas, así como instituciones informales, 
al referirse a las normas, procesos y estructuras a través de las cuales se adoptan decisiones relativas al 
acceso a la tierra y su uso, la manera en la que se ejecutan e imponen las decisiones, y la forma con la que se 
gestionan intereses contrapuestos relativos a la tierra. (p.1)

La definición de gobernanza, se aprecia una amplia gama de figuras e instituciones tanto políticas, eco-
nómicas como legales, que confluyen a la estructuración completa de lineamientos para garantizar seguri-
dad y estabilidad en temas relativos a la tierra y los recursos naturales.

Incluye estructuras organizacionales del Estado responsables de la distribución y reparto de la tierra, 
como tribunales y ministerios, las entidades territoriales con competencias en  la administración de la 
tierra, vinculando órganos tradicionales como promotores inmobiliario, para alcanzar en el marco legal 
prácticas tradicionales que tutelan las transacciones de tierras, y nociones clásicas como la herencia y la 
resolución de disputas, en donde todas las instituciones del Estado, el campesinado  y sectores privados 
(Palmer et al., 2009), contribuyen a formular sus políticas. 

La tenencia de la tierra se comprende como el conjunto de reglas formales o consuetudinarias que de-
finen la relación entre los individuos y la tierra, cuyo marco se define por los derechos de acceso al uso y 
aprovechamiento que tienen las personas a determinados recursos naturales y la forma de respaldo que 
estas relaciones presentan a nivel social, sea descansando en la adopción de reglas sobre la tenencia de tipo 
formal en la legislación estatal, que emana de una autoridad como el Estado, o radicada en una comunidad, 
en cuyo caso el régimen de tenencia será de tipo consuetudinario. De tal forma, que el acceso a la tierra 
entendido como derecho subjetivo y a su vez como la capacidad de aprovechar la tierra y otros recursos na-
turales se plasma en sistemas que tienden a generar regulación para la disposición y control de los recursos 
y la tierra (Cruz, 2010).

En la actualidad se ha logrado aceptar que la propiedad rural o la detentación de la tierra no es el único 
elemento protagonista en las normas agrarias, lo es la actividad agrícola en términos de producción, con lo 
cual el fenómeno que fuese objeto de la jurisdicción agraria contempla en lo mínimo condiciones sociales 
y económicas de importante raigambre (De los Mozos, 1972).

Abordar el tema del derecho a la tierra, los campesinos y la propiedad rural atrae necesariamente plan-
tearse tópicos de análisis como son el acceso y la tenencia de la tierra abarcado por la seguridad jurídica con 
el derecho a la propiedad, que se enlaza con otros aspectos etimológico como la libre determinación, el de-
recho a la alimentación, el derecho al agua, a la vivienda digna, conexión con el trabajo, al medio ambiente 
sano, y a la participación y asociación. Con una marcada connotación individualista y liberal, consagrada 
en las legislaciones civiles, la tenencia de la tierra y la propiedad rural se exhibe ávida de luces en el Estado 
Social de Derecho de cara a los derechos humanos.
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En la década de 1960 se profieren otras disposiciones que empiezan a abordar los bienes baldíos, y lle-
gan finalmente a la Ley 160 de 1994, a partir de la cual se regula la adquisición y regularización de los bienes 
baldíos, y por parte del Estado, en el marco de la constitución de 1991, y para garantizar el acceso a la tierra 
se fortalece el proceso de adjudicación de baldíos, ante la ausencia de políticas redistributiva.

Aproximadamente desde el inicio del siglo XX, se ha adoptado diversas vertientes jurídicas y econó-
micas, que, pasando por tamizaje político nacional, ha intentado dar una respuesta satisfactoria a los pro-
blemas que ha generado la voracidad por la apropiación de la riqueza rural, y al mismo tiempo lograr jus-
ticia para las personas más vulnerables. En este escenario, aparece la pretensión de la justicia agraria, para 
remediar las desigualdades económicas y reales de la población, aún acreedora de una reforma rural que 
satisfaga las necesidades básicas y constitucionales.

Finalmente, en lo referente a la jurisdicción agraria, llega a concluirse que la iniciativa no es nueva, y en 
el escenario europeo y latinoamericano se ha discutido la justificación, teorías sobre su desarrollo, natura-
leza, estructura y principios del proceso agrario, sustentando que el Derecho y el proceso son expresiones 
diversas de una misma realidad social con una relación de complementariedad, por lo cual es suficiente 
para la creación de la jurisdicción y de un proceso agrario. Sin embargo, se ha encontrado posturas críticas, 
entre estas Calamandrei en 1935, que sostenían que los litigios agrarios no requieren un judicatura especial 
o distinta de la civil (Cangrejo Cobos, 1991).

La justicia agraria, cuyo origen puede referenciarse en el territorio colombiano en la Ley 200 de 1936, 
con reconstrucción  en 1989, y con las reformas a la administración de justicia de 1996, siendo actualmente 
desarrollado por el sistema de la reforma agraria de 1994, y por la ley 1448 de 2011, tuvieron como ejes 
contextos político, sociales, económico en un convulso Estado que asistía a modernizar e industrializar el 
país, y a su vez reubicar en el campo a los miles de campesinos desocupados que se habían empleado como 
obreros en las obras públicas de las ciudades hasta la crisis mundial de 1929. Así, en la primera mitad del si-
glo XX, esta rama jurídica surgió con la intención de resolver en sede judicial los asuntos de tierras, basado 
en reglas positivas generalmente interpretadas contra el poseedor a favor del propietario, por lo tendencia 
al reconocimiento del título como forma de apropiación de la tierra, sin atender condiciones económicas 
o sociales de subsistencia. Ahora bien, se ha amparado la justicia agraria como mecanismo para soslayar 
situaciones de favoritismo, confusión y parcialidad, que, en sede de la justicia civil ordinaria, es frecuente 
los pleitos sobre la propiedad (Martín Peré, 2016), y la tendencia predispuesta a reivindicar marcadamente 
el formalismo. 

Pueden encontrarse referencias a tres falencias estructurales, que abarcan la situación problemática 
que se pretende resolver en este estudio. I) el problema del acceso a la tierra, entiéndase en este caso, por 
la propiedad legal que significa seguridad jurídica para la población rural; II) la pobreza rural-urbana, que 
persiste en la vida rural, y que se profundiza por la carencia de bienes y servicios públicos a los cuales puede 
acceder la población campesina; III) y el reconocimiento que debe dársele al campesino desde la misma 
constitución (Dejusticia, 2019).

Súmese a esto la profunda lucha por la tierra en el sector rural, que puede en cierta medida reflejarse en 
los albores de la Colonia en el territorio colombiano, pasando por la época de la Republica, hasta entrado 
el siglo XIX y la Constitución de 1991.  Así, el acceso a los pequeños y medianos productores a la propie-
dad figura como derecho de propiedad para minifundistas, la incapacidad del aparato institucional para la 
protección de derechos de los titulares, tenedores y poseedores de la tierra, la deficiente distribución de los 
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bienes baldíos, y el escaso apoyo gubernamental para la creación de programas que auspicien la produc-
ción agraria (Sánchez, 2018), son una de las aristas que inciden en el abordaje de este tema.

En una observación general, ya existen disposiciones normativas de naturaleza ordinaria que contie-
nen asuntos referentes a un derecho agrario, como lo son la ley 1564 de 2012, la ley 160 de 1994, como tam-
bién la ley 1448 de 2011, la cual, en su espíritu restaurativo, impone dimensiones legales y doctrinales para 
lograr la justicia agraria de las víctimas y en cabeza de los jueces y Tribunales de Tierras. Con una lectura 
comprensible del fenómeno conflictivo, se puede ir superando una de las primeras falencias que reconocen 
un sector de la académica, como Absalón Machado (1998) quien ha sostenido que de las principales situa-
ciones por las cuales no se avanza en una real reforma rural, es por la carencia de una ideología que permita 
construir una política seria, por soluciones coyunturales particularmente carente de metodología.

En cuantos a los asuntos agrarios en general, Castañeda Beltrán (2003) hace alusión a “las relaciones 
de naturaleza agraria, en los que se disputa situaciones acerca de la propiedad, posesión y tenencia de los 
predios agrarios”, sumándose actividades agrarias de producción,  transformación y enajenación de pro-
ductos, mejoramiento  y  conservación, como utilización de los recursos renovables naturales con inciden-
cia agraria y preservación del ambiente agrario, y donde debe considerarse el criterio de agrariedad lo que 
determina los asuntos de competencia del juez agrario. 

Precisamente, la construcción ius teórica moderna del derecho agrario, llama a superar los tradiciona-
les postulados que contienen las normativas civilistas, reconociendo las relaciones jurídicas en sociedades 
donde la economía está condicionada por la agricultura, en relaciones económicas, sociales y políticas de 
poder, condición multidisciplinaria que propende por superar los pseudo estadios de ciencia, para adquirir 
características científicas, y sobre todo de madurez para solidificar unidad y modo universal de tratamiento 
(Zeledón, 1982).

3.3.	La Noción del derecho de propiedad inmerso en las políticas agrarias

La territorialidad y la relación con el ser humano, para el zoólogo Hediger, son el primer capítulo de la 
historia de la propiedad, considerando al humano el único animal que puede cambiar intencionalmente su 
ambiente, incorporando el espacio y los objetos para dominar la tierra, lo que conlleva, innumerables su-
cesos de apropiación y predominio de unos grupos, etnias o pueblos sobre otros. Con ello, y especialmente 
para el campo colombiano, se pueden describir por lo menos dos fenómenos que inciden en la dominancia 
de la tierra, desde la perspectiva política, la perturbación que envuelve la tendencia a despojar del dominio 
de un grupo dominante, comporta mudanzas locativas de grupos humanos (Patiño, 1997). 

Esto conlleva a plantear los problemas que recaen sobre la propiedad privada, no solo desde la óptica 
del derecho privado, por cuanto hay más elementos que contribuyen a una apropiada conceptualización. 
Tiene más bien que abordarse desde diferentes puntos de vista, como un caleidoscopio, porque no solo la 
legislación trata la apropiación de la propiedad raíz, la historia tiene un papel fundamental en la adquisi-
ción y distribución de la tierra, y los actuales acuerdos de paz, especialmente lo referente a la propiedad 
agraria, connota una importante mirada bajo el microscopio de la economía y las tendencias actuales del 
mercado.

El concepto de propiedad tiene un alcance considerable para tener en cuenta, no solo desde la pers-
pectiva legal, o eminentemente jurídica, por cuanto se partiría del sesgo conceptual al negarle dimensiones 
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económicas, sociales, antropológicas y naturales que contienen elementos interesantes para su compren-
sión. Por lo tanto, es importante reconocer que, en el marco de las políticas agrarias, se hace referencia a la 
propiedad sobre la tierra, y su tenencia para la explotación económica.

La primigenia visión de la propiedad está íntimamente ligada a los elementos jurídicos contenidos en 
las codificaciones civiles que rigen en los países latinoamericanos, en los cuales, el concepto de propie-
dad se pretende definir legalmente por las facultades que le otorga el ordenamiento normativo al sujeto de 
derecho, para gozar, usar y disponer de los objetos que le son útiles y necesarios para satisfacer sus nece-
sidades. La mayoría de las legislaciones latinoamericanas tienen una honda herencia española, y una vez 
emancipadas, recogen en gran medida las tendencias codificadoras importadas por algunos próceres inde-
pendentistas, quienes entendían que la protección de la libertad, la propiedad privada y la igualdad, eran las 
claves para lograr el reconocimiento independiente de la corono española. 

Por ejemplo, en Perú, el Artículo 88º de su Constitución Política, señala el apoyo estatal preferente-
mente el desarrollo agrario y garantiza el derecho de propiedad sobre la tierra, sea en forma privada, comu-
nal o en cualquier otra forma asociativa, y a su vez, las clausulas constitucionales confinan la propiedad al 
fijar límites y la extensión de la tierra según las peculiaridades de cada zona. El marcado interés en la for-
malización de predios rústicos a nivel individual para el otorgamiento del derecho de propiedad, estable-
ciéndose un procedimiento especial, basado en la prescripción administrativa vinculada a la explotación 
económica agrícola del predio, y el elemento temporal en la posesión por un periodo de uno o cinco años es 
relevante en dicho sistema normativo (Baldovino, 2016).

No puede pasarse por alto que, en materia constitucional, la propiedad privada ha tenido un fuerte de-
sarrollo jurisprudencial, iniciando con el pronunciamiento en Sede de tutela T 426 de 1992, a partir del 
cual se estructura el núcleo básico del derecho de la propiedad considerándose como el nivel mínimo de 
las facultades objetivamente permitidas al titular del derecho, goce y disposición, para extraer la utilidad 
económica en clave de valor de uso o valor de cambio, que evidencian la presencia del interés privado y re-
conocen los rasgos que distinguen cierto tipo de propiedad, incluso vuelve a reconocerse en la sentencia C 
006 de 1993. Así, Santaella Quintero (2019), describe un ángulo metodológico en dos vertientes de cara a la 
propiedad, siendo el primero la caracterización concreta del derecho de propiedad y el segundo, la estruc-
tura de la argumentación que empleará el juez constitucional para fundamentar sus decisiones. 

3.4.	La reconfiguración de la política rural en la constitución de 1991 en Colombia y los Acuerdos 
de Paz

Particularmente en Colombia, a partir de 1991 inicia un reconocimiento a la población campesina, y 
la consagración positiva de derechos para la ruralidad. La carencia de una verdadera política rural se ve 
reflejada en la distancia astronómica que existe entre la posibilidad que tiene el campesino para acceder a 
la producción agrícola en condiciones de competitividad, frente al fuerte capital de los dueños de grandes 
extensiones. Boyacá es uno de los territorios que mayor impacto tienen las reformas rurales, y no es ajena 
a la Reforma Rural Integral. Téngase en cuenta que la mayor cantidad de territorios en Boyacá carecen de 
una titulación adecuada, que otorgue derechos de propiedad a los poseedores. Y algunos sectores fueron 
altamente afectados por la violencia. Esto pone de presente diferentes fenómenos que influyen en una ade-
cuada implementación de la reforma rural. 

El numeral Primero del acuerdo, no alterará sustancialmente la estructura agraria, sin embargo, plan-



13

José Eduardo Valderrama Velandia

Es
ta

 o
br

a 
es

tá
 b

aj
o 

un
a 

Li
ce

nc
ia

 C
re

at
iv

e 
C

om
m

on
s 

 "R
ec

on
oc

im
ie

nt
o 

N
o 

C
om

er
ci

al
 S

in
 O

br
a 

D
er

iv
ad

a"
.

Pensamiento Americano Vol. 17 - No. 35  e#:751 • 2024 • Septiembre - Diciembre • Corporación Universitaria Americana
Barranquilla, Colombia ISSN-e: 2745-1402  • http://publicaciones.americana.edu.co/index.php/pensamientoamericano/index

A
R

T
ÍC

U
LO

 D
E

 R
E

FL
E

X
IÓ

N

tea las estrategias para lograr la desconcentración y redistribución de la tierra. Adicionalmente, el com-
plemento fundamental para la resolución de los conflictos con la tierra es la creación y fortalecimiento de 
mecanismos de resolución de conflictos, la creación de la jurisdicción agraria, cuya finalidad al adjudicarse 
la solución de los complejos conflictos de tenencia, también debe enmendar los conflictos ambientales y 
socioculturales en los espacios rurales (Méndez Blanco, 2019). 

Históricamente, desde la Ley 200 de 1936 que sustento la creación primigenia de jurisdicción agraria, 
y desde el punto de vista jurídico, la tenencia de la tierra se desarrolla en el marco de la ocupación de hecho, 
aunado a la explotación agrícola, la producción de alimentos y la celebración de contratos, fuera de los re-
gulados legalmente, en esferas informales, en donde el sistema normativo inmuniza la constitución formal 
de la propiedad, afincada en el registro público. De tal forma los conflictos derivados de negocios simulados 
o afectados por cualquier otro tipo de irregularidad, como la influencia de la violencia, pesa en el escenario 
probatorio de la propiedad, afectaciones que perjudican intensamente a la población titular de las medidas 
de reforma agraria. 

Se establece para el Estado la imposición interventora para mejorar las condiciones de vida de una 
comunidad tradicionalmente condenada a la miseria y la marginación social 

La Constitución otorga al trabajador del campo y al desarrollo agropecuario, un tratamiento particu-
larmente diferente al de otros sectores de la sociedad y de la producción, con lo cual se pretende establecer 
una igualdad no sólo jurídica, sino económica, social y cultural, partiendo del supuesto de que el crecimien-
to de este sector trae consigo la prosperidad de los otros sectores económicos del país Los artículos 64, 65 y 
66 de la Carta Política tienen el carácter de ordenamientos programáticos, que constituyen el fundamento 
de la acción del Estado para crear las condiciones necesarias que permitan el acceso de los trabajadores 
agrarios a la propiedad de la tierra, y a los servicios de educación, salud, vivienda, seguridad social, recrea-
ción y crédito, e igualmente dar prioridad, apoyo y especial protección al desarrollo de las actividades agro-
pecuarias, pesqueras, forestales y agroindustriales, y a la construcción de obras de infraestructura física en 
el campo. (Sentencia C-021/1994).

Así, se pueden reconocer en los pronunciamientos de la Corte Constitucional, no solo el paradigma de 
la sociedad capitalista agraria desarrollado por Abramovay (2007), también componentes necesarios para 
la integración de la producción en clave económica, y la protección del núcleo esencial al derecho de la pro-
piedad, que no puede ser desconocido por leyes posteriores, y así, sostenido en inmuebles fallos, y al mismo 
tiempo, la imperiosa tarea constitucional de garantizar los fines del Estado, que precisamente se pueden 
desarrollar en las disposiciones de ley de justicia transicional. 

Siguiendo el discernimiento de Héctor Santaella (2019), se hace prioritario el reconocimiento de una 
metodología mixta para la construcción del concepto de propiedad, y particularmente de propiedad priva-
da en la ruralidad, por las implicaciones fenomenológicas que conlleva este elemento en la vida familiar y 
que se extiende a los problemas jurídicos, económicos y políticos que se han buscado salida en el entorno 
nacional.

Precisamente, en cuanto al primer punto de los Acuerdos de la Habana, tuvieron como objetivo pri-
mordial superar las desigualdades históricas en la ruralidad, reconociendo el problema de la tierra como 
factor fundamental y persistente del conflicto armado (Huertas, 2023). Y es así, que uno de los instrumen-
tos principales es la creación de la Jurisdicción Agraria en la estructura organizacional del Estado.
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El acto Legislativo 03 de 2023 modificó el artículo 116 de la Constitución Política de Colombia, con lo 
cual, se crea la jurisdicción agraria y rural, cuyo origen próximo se puede hallar en los acuerdos de paz de la 
Habana, y que recientemente en el seno del Congreso ha tenido por fin cuerpo legislativo. Precisamente, la 
partícula que se resalta en esta jurisdicción está dada para resolver los conflictos agrarios.

El Ministerio de justicia y del Derecho (2023), en el esfuerzo de socializar los proyectos de ley que 
implementen la jurisdicción agraria, ha hecho la apuesta por establecer un funcionamiento procedimental 
especial agrario que significativamente los tiempos para resolver casos, buscando reducir a 3 o 4 meses la 
solución de conflictos, en contraste de períodos de aproximadamente 10 años.

Finalmente, en el año 2024, tanto la Cámara de Representantes como el Senado de la República, 
conciliaron un texto que pasa a promulgación presidencial, en el cual se implementa las funciones, com-
petencias, jurisdicción, asuntos y sujetos de protección judicial a través de la Jurisdicción agraria, y con 
ello, “garantizar un acceso más equitativo y eficiente a la justicia para campesinos y comunidades rurales” 
(Minjusticia, 2024). 

4.	 CONCLUSIONES

Si bien lo acordado para la Reforma Rural Integral, no contempló el reconocimiento político de los 
sujetos campesinos ofrece espacios de reconocimiento material de la garantía de sus derechos en forma 
prioritaria y efectiva participación en el diseño e implementación de las medidas contempladas en la cues-
tión agraria.

Esto hace volcar la mirada a la marcada tendencia en la legislación colombiana por lograr una reforma 
rural, obteniendo un conjunto normativo poco ambicioso, que resguarda la tradicional propiedad privada 
rural, fraccionando las extensiones de tierra productiva, reduciendo las oportunidades de desarrollo eco-
nómico y agropecuario. Normas que distancian el acceso a la justicia y resolución de conflictos, del campe-
sino ante las autoridades judiciales y administrativas. Y un desconocimiento de las necesidades del campo 
colombiano, partiendo de la falta de reconocimiento del escenario rural y sus particularidades, hasta tibias 
propuestas de acceso a los mercados de bienes y servicios, y la contribución adecuada en los renglones de la 
productividad en la económica nacional. 

Se puede plantear que los conflictos en el campo colombiano han tenido origen no solo en la violencia 
partidista que azota a los pobladores desde los años 1940 y ha continuado en el campo, a través de actores 
armados que ahora pretenden conservar territorios para los cultivos ilícitos. También se agudiza la situa-
ción problemática en la ruralidad por la carencia de accesos a bienes y servicios públicos que mejoren la 
calidad de vida, conflictividad en asunto agrarios, territoriales y económicos, como la falta de instituciona-
lidad, con que agudiza las condiciones desfavorables para el campo.

Lo que no puede perderse de vista, es la coexistencia de la Carta Fundamental de 1991 y los Acuerdos de 
Paz, deben encaminarse para orientar apropiadamente soluciones estructuradas y que no se contrapongan 
unas a otras. Por lo tanto, la pretendida Reforma Integral, y en lo pertinente a la jurisdicción agraria, debe 
conciliar y concertar posturas tanto ideológicas como políticas y económicas, de tal manera que se superen 
apropiadamente las condiciones irregulares que afectan la agrariedad.
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Debe reconocerse que se han realizado numerosos intentos por configurar una jurisdicción agraria 
propia, desde los intentos de las reformas de 1961 y 1983, pasando por la Ley 160 de 1994, hasta la ley 1448 
de 2011, las cuales buscaron por diferentes vertientes la reforma jurídica al campo colombiano. Lo que pro-
pone este trabajo investigativo es recoger las principales fuentes doctrinarias jurídicas y económicas que 
permitan expresar las circunstancias que afrontará la jurisdicción agraria, y dar respuestas a las falencias 
enmarcadas en los acuerdos de paz

 Las reformas intentadas en Colombia tienen la falla de buscar una restitución de la propiedad a las 
víctimas de la violencia, sustentados en una justicia correctiva, olvidando que hay más aspectos correlacio-
nados con esta pretensión de justicia. El acceso a las oportunidades del mercado, la inversión planificada 
y efectiva, la seguridad jurídica en la titulación de la propiedad y transmisión de los derechos, y el acceso a 
oportunidades sociales contribuirían adecuadamente a una transformación óptima para la sociedad olvi-
dada por los negociadores. 

Las iniciativas de reformas y las herramientas jurídicas creadas para tal finalidad, las falencias jurídi-
cas, económicas y políticas,  invitan a  repensar y  continuar atendiendo la problematización de la reforma 
rural, especialmente por las implicaciones que tienen en la estructura legal y económica  en el punto de la 
propiedad y un acceso adecuado a la tierra, lo que a pesar del esfuerzo negocial realizado por los integrantes 
del gobierno como por los miembros de la guerrilla, solo generó un marco abstracto y general de acceso a la 
propiedad rural, implantado en una época ávida de cambios sociales, tecnológicos, legales y económicos, la 
franca tendencia de un sistema de redistribución vetusto que no se compadece de la población. Por ello las 
cuestiones estructurales que se mantienen en el escenario rural, y que no han sido abordadas apropiada-
mente en la implementación de la Reforma Integral, salvo la destinación específica de algunos sectores a la 
producción agraria atendiendo a la vocación del sector, continúan planteando escenarios desalentadores 
para la consecución de los acuerdos.

Como se ha logrado exponer de forma descriptiva y crítica, el sustento de una jurisdicción específica 
para asuntos agrarios no es novedosa ni genuina, por cuanto la estructura jurisdiccional colombiana tiene 
una trayectoria y madurez que le permite conocer los asuntos de índole agrario, y solventar las soluciones 
de los conflictos con seguridad jurídica y legitimidad.

Entre las pretensiones que se le ha endilgado a la Jurisdicción agraria, se encuentra la búsqueda de 
justicia sencilla y rápida, garantizando los derechos de la población rural, y restablecer la armonía en las 
relaciones sociales y económicas del campo. Esto para lograr definitivamente los propósitos contenidos 
en los Acuerdos de la Habana, y con ello, el cumplimiento de las obligaciones que adquirió el Estado co-
lombiano en la suscripción de los acuerdos, y la evidencia palpable para las comunidades afectadas por la 
violencia y el despojo. 

Conflictos de interés

Declaro la inexistencia de posibles conflictos de interés que se presenten frente al artículo remitido 
para publicación y que puedan llegar a involucrar a terceros. Este trabajo es fruto de la investigación docto-
ral que se adelanta por el suscrito autor en el Doctorado de derecho Público en la Universidad Santo Tomas 
Seccional Tunja. 
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